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ESPAÑA (SECCION ESPAÑOLA DE AIDA, SEAIDA)

Cuestionario: 

El cuestionario solicita información sobre sistemas de indemnización existentes en España que se conciban 

a) como sustitución alternativa o complemento del seguro de responsabilidad civil

b) como sustitución alternativa o complemento de la responsabilidad civil en sí misma. 

En el primero de los casos, se trata de sistemas de indemnización a los que el perjudicado puede recurrir, basándose en el sistema general de responsabilidad civil, más o menos objetivada (daño, culpa, relación de causalidad), como alternativa a la posibilidad de dirigirse contra el causante del daño o contra su aseguradora de responsabilidad civil, así como para el caso de que el causante de daño o su asegurador se encuentren en situación de insolvencia. Estos sistemas de indemnización –indica el cuestionario- pueden revestir la forma de Fondos de Depósito, Fondos de Garantía o pólizas de seguro de obligatoria contratación,  por imperativo legal o convencional.

En el segundo de los casos, se trata de sistemas de indemnización que no se basan en el previo establecimiento de la responsabilidad civil, sino que se determina la indemnización por las reglas que se establezcan en la norma o convenio regulador.

Para cada uno de los sistemas que se describan, el cuestionario propone las siguientes preguntas: 

1. Nombre del sistema 

2. Descripción general del sistema de indemnización e indicación de sus funciones y objetivos.

3. Obligatoriedad o voluntariedad. Determinar la procedencia y si es posible, adjuntar texto legal. 

4. Area de aplicación del sistema. Describir el tipo de operación cubierta, la naturaleza de los incidentes que pueden dar lugar a los daños y el tipo de daños cubiertos. 

5. Otras condiciones necesarias para obtener la indemnización.

6. Forma de indemnización. Si es monetaria determinar si el monto de la indemnización está limitada a un pago máximo por siniestro o un máximo por víctima. 

7. ¿Es necesario que la víctima haya agotado previamente los recursos de la legislación general de responsabilidad civil?

8. ¿Mantiene la víctima su derecho a demandar al responsable antes que acudir al sistema?

9. ¿Puede la víctima, una vez que ha acudido al sistema de indemnización , demandar al responsable por los daños que excedan del subsidio recibido?

10. ¿Puede el órgano gestor del sistema de indemnización ejercitar un derecho de repetición contra alguna de las partes que contribuyen al sistema y cuya actividad haya producido el daño?

11. ¿Puede ejercitar el derecho de repetición contra otros responsables?

12.  ¿Quién, y mediante qué procedimiento, puede reclamar el pago de la indemnización? ¿Es posible demandar al sistema de indemnización ante los Tribunales ordinarios?

13. ¿De qué modo se financia el sistema de indemnización?

14. ¿Cuál es la importancia de este sistema?

En el cuestionario se hace mención del interés de los ponentes generales en tres temas fundamentalmente: accidentes industriales, accidentes médicos y daños medioambientales. 

Introducción

La institución de la responsabilidad civil, con o sin el elemento de culpa, lleva aparejado un componente jurídico que, necesariamente, ha de actuar a través del sistema judicial, con la consiguiente ralentización del plazo en el que el perjudicado ve resarcido su daño. A esto puede ir aparejado, en muchas ocasiones, la imposibilidad de que el responsable haga frente a la indemnización, bien por falta de capacidad económica o por desaparición. En otras ocasiones, en que el daño se extiende a un gran número de personas o cuando no resulta facial conciliarlo con la relación de causalidad y la diligencia exigida, es necesario arbitrar sistemas que permitan al perjudicado acceder a una compensación económica, aunque para ello haya que dejar de lado los presupuestos clásicos de la responsabilidad civil. 

En España la responsabilidad civil extracontractual se canaliza, fundamentalmente, a través de los artículos 1902 y siguientes del Código Civil, y la responsabilidad contractual a través del artículo 1101 y siguientes del mismo texto legal. Junto a ellos coexisten una multitud de leyes especiales que regulan regímenes particulares de responsabilidad civil para actividades o sectores económicos en los que, a juicio del legislador, es necesario un plus de protección para los posibles perjudicados, bien por el riesgo que pueda entrañar la actividad disciplinada, o bien por la presión social. 

El sistema preferido en España por el legislador, a la hora de proteger a las posibles futuras víctimas del daño, es aparejar a determinadas actividades o profesiones la obligatoriedad de contratar un seguro de responsabilidad civil para el que, en la mayor parte de las ocasiones, no se concreta un contenido específico y sólo en algunos casos se estipula en la norma legal una cuantía determinada. Con este sistema, que traslada el deber de protección al perjudicado sobre el productor del daño (quien está obligado a contratar el seguro, cuya falta de contratación lleva aparejada una sanción penal) y sobre el asegurador de responsabilidad civil, al que se dirigirá el afectado, preferentemente, a través de la acción directa consagrada en el art. 76 de la Ley de Contrato de Seguro (LCS). 

No obstante, y puesto que este recurso se sigue basando en la existencia de la responsabilidad, más o menos objetivada, como presupuesto de la cobertura del seguro, en algunos supuestos, generalmente bastante puntuales, el legislador a optado por establecer sistemas de indemnización distintos, con la finalidad de ofrecer un mayor grado de protección a las víctimas de determinados daños. 

Sin entrar a valorar, por quedar expresamente fuera del cuestionario, los sistemas de indemnización derivados de accidentes de circulación y los derivados de accidentes de trabajo, que se encuadran de modo exclusivo en España a través del sistema de Seguridad Social, existen varios sistemas de indemnización que se presentan como canales alternativos o sustitutivos de los mecanismos tradicionales de reclamación de las indemnizaciones debidas por responsabilidad civil. Estos sistemas se pueden dividir, según la procedencia de las aportaciones a los mismos en:

· sistemas de carácter privado

· sistemas de naturaleza pública

· sistemas mixtos

Los sistemas de carácter privado se caracterizan por trasladar al sector asegurador el riesgo del nacimiento de la obligación de indemnizar los daños causados a terceros, con independencia del mecanismo de la responsabilidad civil o bien por crear Fondos dotados con las aportaciones de quienes realizan la actividad “de riesgo”. Estos sistemas se articulan como seguros de accidentes, en los que las cuantías de las indemnizaciones vienen impuestas, generalmente, por imperativo legal.  La principal ventaja de estos sistemas indemnizatorios reside en su agilidad y eficacia. En cuanto a la responsabilidad civil, estos sistemas no la suprimen sino que funcionan como complemento de una posible reclamación de indemnización por vía de responsabilidad civil. Sin embargo, el espíritu de este tipo de sistemas es disuadir al perjudicado de la acción de responsabilidad civil. 

En estos sistemas podemos encuadrar los seguros de accidentes que se obliga a contratar a los promotores de determinadas actividades deportivas de riesgo, el denominado “seguro del donante”, seguros para espectáculos taurinos tradicionales, los fondos de garantía de inversores, etc.

Los sistemas de naturaleza pública se caracterizan por estar dotados con cargo a presupuestos públicos a través de un organismo que asume el pago de prestaciones. Generalmente se trata de supuestos en los que no es posible acudir a la responsabilidad civil al no poder identificarse los factores de imputación en un responsable concreto, ser éste insolvente o tratarse de casos que se pueden conectar con una actuación activa u omisiva de la Administración Pública. 

Estas ayudas estatales quedan fuera de la órbita de la Seguridad Social y son gestionadas por los departamentos estatales a cuya actuación incumba la actividad que da lugar la daño. En este apartado se incluyen los sistemas de ayudas a los afectados por los virus VIH y VHC, las ayudas a las víctimas de delitos violentos y de terrorismo. 

Los sistemas mixtos son aquellos que prevén el recurso al sector privado, generalmente a través de seguros obligatorios, pero que se complementan con la intervención de un organismo público que actúa como fondo de garantía complementario. 

En este punto se incluyen los seguros obligatorios clásicos (automóviles, energía nuclear, caza)

El cuestionario da especial relevancia a los sistemas arbitrados para cubrir los años por accidentes médicos, industriales y medioambientales. En España no existe prácticamente ningún sistema de garantía alternativo, excepto en determinados tipos de accidentes médicos infecciosos, accidentes de carácter nuclear y sobre gestión de residuos. Si bien existe una demanda social para la cobertura de los accidentes médicos y medioambientales, todavía no se conoce ningún proyecto legislativo que pueda contener un sistema de indemnización, articulado a través de Fondos o seguros obligatorios de responsabilidad civil.  Por el contrario, se han desarrollado sistemas de indemnización alternativos para víctimas de determinados delitos, para garantía de los inversores, para garantía de los adquirentes de viviendas, etc. 

Junto a ello, existe un organismo público, el Consorcio de Compensación de Seguros, que actúa como Fondo de Garantía, para determinados seguros obligatorios, y como fondo de compensación para los riesgos extraordinarios de personas y bienes. 

A. Daños causados por actos médicos

En los último veinte años se ha producido un preocupante aumento de las reclamaciones por daños contra médicos y centros hospitalarios, hasta el punto de tratarse, en estos momentos, del colectivo profesional con mayor volumen de reclamaciones en España. Este hecho, unido al lógico aumento de las primas de seguros de responsabilidad profesional para médicos, hospitales y personal sanitario, ha llevado a los sectores afectados a pedir una solución que pase por el establecimiento de un seguro obligatorio de pacientes o un fondo de indemnización para los daños causados por actos médicos, así como al establecimiento de tablas de valoración del daño corporal, tales como las aprobadas para la responsabilidad civil derivada de accidentes de circulación por la Ley 30/95. 

No obstante, no existe aún ningún proyecto legislativo, ni siquiera en fase de borrador, que aborde este problema. En España sólo se ha desarrollado, hasta ahora, un sistema de ayudas, para un supuesto muy concreto, que pasamos a describir.

a) Ayuda a los afectados por el VIH en el sistema sanitario público.

El gran número de personas contagiadas por enfermedades víricas (básicamente VIH y VHC) al recibir una transfusión sanguínea o un hemoderivado contaminado y la gravedad de las enfermedades contagiadas ha motivado que en España, al igual que en otros países de su entorno, se hayan adoptado medidas de ayuda a los afectados por el VIH y esté en Proyecto un sistema similar para los afectados por el VHC.

Descripción general del sistema de indemnización e indicación de sus funciones y objetivos.

El sistema relativo al VIH se recoge en el Real Decreto-Ley 9/1993. Su objetivo es el pago de ayudas económicas a las personas contagiadas de VIH como consecuencia de una actuación del sistema sanitario público, realizada con anterioridad al establecimiento de la obligatoriedad de las pruebas de detección del VIH en hemoderivados. Pueden acceder a estas ayudas las personas contaminadas, sus cónyuges o parejas de hecho, los hijos y adultos dependientes de los afectados o minusválidos que no realicen trabajo remunerado. 

Cuantía de la indemnización

El importe de las ayudas es el siguiente: 

· un pago de 60.101,21 € que se hará efectivo en dos anualides, 1993 y 1994 a todos los afectados (exceptuando hijos y adultos dependientes)

· una ayuda mensual igual al salario mínimo interprofesional para los menores de 18 años y el doble de esta cantidad para los mayores de 18 años. 

Los hijos dependientes del afectado recibirán una ayuda mensual igual a 2/3 del salario mínimo interprofesional, hasta los 24 años. En el caso de hijos minusválidos la ayuda será igual al salario mínimo interprofesional. En el caso de hijos huérfanos, o que deviniesen huérfanos, la ayuda mensual será igual a 4/3 del salario mínimo interprofesional, o dos veces el salario mínimo interprofesional si fueran minusválidos. 

Los adultos dependientes del afectado percibirán una ayuda mensual vitalicia igual a la mitad del salario mínimo interprofesional. Si el afectado falleciera, la ayuda será de 2/3 del salario mínimo interprofesional. 

Relación con las acciones de responsabilidad civil 

Este sistema de ayudas compensatorias es sustitutivo del mecanismo de la responsabilidad civil. De hecho, la percepción de estas ayudas es incompatible con el ejercicio de la acción de reclamación por el contagio ante la Administración pública. Los afectados por VIH que deseen percibir las ayudas estatales deberán renunciar al ejercicio de la acción de responsabilidad de la Administración o contra su personal. Se excluye de la posibilidad de percibir estas ayudas a los afectados que hubieran obtenido una sentencia condenatoria contra la Administración.

Esta renuncia a la acción de indemnización ha sido contestada por algún sector de la doctrina que entiende que esta exigencia puede vulnerar el art. 6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y el art. 24 de la Constitución Española, en el sentido de que se priva a una persona de la posibilidad de acceder a un Tribunal, igualmente se sostiene que esta renuncia está limitada, como indica la redacción legal “a las Administraciones Públicas sanitarias o el personal de las mismas”, con lo que quedaría fuera de esta renuncia la acción directa (consagrada en el artículo 76 de la Ley de Contrato de Seguro) contra la aseguradora del centro hospitalario o del personal sanitario.

Sin embargo, la concesión de las ayudas se supedita a que el afectado demuestre que ha sido infectado por la actuación del sistema sanitario público, esto es, tiene que demostrar que la transfusión sanguínea o el tratamiento con hemoderivados se produjo en un centro público del sistema español de sanidad. 

Pese a que los daños cubiertos son exclusivamente los daños patrimoniales asociados a los daños personales hasta una determinada cantidad, los afectados, al tener que renunciar a la acción de responsabilidad contra la Administración, no podrían reclamar ningún otro tipo de daño asociado al contagio (daño moral, lucro cesante,etc.). No obstante, la concesión de la ayuda tiene un carácter beneficioso para el afectado puesto que generalmente los Tribunales no conceden indemnización, en el caso de contagio, si en el momento del hecho causante del daño no eran obligatorias las pruebas de detección de los virus correspondientes en sangre y hemoderivados.

Procedimiento para la concesión de la indemnización

La concesión de las ayudas corresponde al Ministerio de Sanidad y Consumo, previo informe favorable de una comisión que verifique la concurrencia de las circunstancias exigidas en los solicitantes. 

Financiación

El pago de las ayudas corresponde al Ministerio de Sanidad y Consumo y al Ministerio de Economía y la financiación de las mismas corresponde exclusivamente al Estado. 

b) Sistema de ayudas sociales a afectados por VHC

En este momento, este sistema se articula en un  Proyecto de Ley que todavía no ha sido aprobado por las Cortes Generales de la nación, si bien se prevé que sea realidad antes de octubre de 2002. 

Descripción del sistema y de sus objetivos

Al igual que en el caso anterior se trata de ayudas sociales a los contagiados por el servicio público de salud, ayudas de tipo compensatorio y no indemnizatorio, acogiéndose a que el estado de la técnica, antes de 1990 no permitía descubrir el virus de la hepatitis C en sangre y hemoderivados. 

Se beneficiarán de estas ayudas las personas hemofílicas, o con otras coagulopatías congénitas que hayan sido contagiados con el VHC como consecuencia de haber recibido tratamiento con hemoderivados en el sistema sanitario público. Estas personas deberán estar incluidas en un censo especial establecido en la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social. 

Cuantía de la indemnización

El importe de la ayuda-compensación será de 18.030,36 €. 

Relación con las acciones de responsabilidad civil

Como en el caso anterior, para la percepción de la ayuda será necesario renunciar al ejercicio de todo tipo de reclamaciones por contaminación contra cualquiera de las Administraciones Públicas sanitarias o el personal de las mismas. 

Financiación

Los recursos económicos se habilitarán por el Ministerio de Hacienda. 

Aunque esta Ley todavía no está en vigor, en la Comunidad Autónoma de Cataluña se concede una ayuda de 30.050, 61 €, en los supuestos en los que el contagio se hubiera producido en centros hospitalarios de sistema catalán de salud y los contagiados sean residentes en Cataluña. Al igual que en el caso anterior, es necesaria la previa renuncia a cualquier tipo de reclamación contra las administraciones públicas sanitarias, sus autoridades y los profesionales que presten servicios en ellas. La percepción de esta ayuda es incompatible con la que se establece en el Proyecto de Ley que hemos descrito. (Disposición Adicional 37ª de la Ley 3/2000, de Presupuestos de la Generalitat de Catalunya)

En España, en el ámbito de los accidentes médicos, no existe ningún otro sistema de indemnización, complementario o sustitutivo de la responsabilidad civil o de su seguro. Unicamente podemos anotar también el denominado “Seguro de Donantes” que se menciona en el Real Decreto 1945/1985, de 9 de octubre, por el que se regula la hemodonación y los bancos de sangres que incluye, entre los derechos de los donantes, el obtener la correspondiente reparación por parte del Banco de Sangre de cualquier daño o perjuicio que con motivo de la extracción se produzca. Los Bancos de Sangre deben garantizar este derecho a través de un Seguro de Donantes que cubra cualquier daño eventual a la persona del donante. 

B. Daños causados por accidentes industriales

a) Seguro de responsabilidad civil por daños nucleares

Pese a su escasa siniestralidad, los daños nucleares constituyen una manifestación singular , de evidente trascendencia, de la más amplia categoría de riesgos extraordinarios o catastróficos. Debido a la naturaleza singular de estos riesgos la cobertura de los mismos presenta determinadas especialidades. La experiencia ha demostrado la ineficacia de la cobertura individual y la solución adoptada, al igual que en la mayoría de los países europeos, ha sido la creación del Pool de Riesgos Nucleares. 

Objetivos y ámbito del sistema
La Ley 25/1964, de Energía Nuclear establece un sistema de responsabilidad objetiva (non fault) y limitada por los daños causados por explotaciones nucleares.  Sólo se produce la exclusión de la responsabilidad si los daños se producen por culpa o negligencia del perjudicado o en caso de conflicto armado, guerra civil o insurrección o catástrofe natural de carácter excepcional. 

La Ley recoge también un orden de prelación en el pago de las indemnizaciones por accidente nuclear: en primer lugar, se pagarán los daños a las personas, que se pagarán según las tablas del Seguro de Accidentes de Trabajo. En el caso de que la cobertura del seguro obligatorio no fuera suficiente, el Estado se encargará de cubrir la diferencia. Una vez pagados los daños personales se indemnizarán los daños patrimoniales; en este caso, cuando la cobertura fuera insuficiente se porrateará según la importancia del daño ocurrido en cada patrimonio. 

Si el Estado  es el titular de la explotación nuclear la reparación de los daños no se produce por vía del seguro, sino a través del mecanismo de la responsabilidad patrimonial de la Administración.

La Ley establece un sistema de garantía a través de un seguro obligatorio de responsabilidad civil o la constitución de un depósito por el mismo importe de la cobertura. El límite máximo establecido en la Ley es de 150.253.026,10 €.

En el Decreto 2177/1967, se aprueba el Reglamento sobre cobertura de riesgos nucleares. De este seguro quedan expresamente excluidos los daños que resulten de la aplicación de sustancias radioactivas en tratamientos médicos ( se cubren los derivados de utilización de rayos X con fines de diagnóstico médico, a partir del Real Decreto 1891/1991 que obliga a los titulares de las instalaciones en las que existan aparatos de rayos X a contratar las garantías de cobertura de daños por accidentes nucleares como instalaciones radioactivas de tercera categoría) y los daños personales a los empleados del titular de la explotación nuclear que puedan ser considerados como accidente de trabajo o enfermedad profesional por la Seguridad Social. 

Se trata, en cualquier caso, de un sistema indemnizatorio que se articula a través de una póliza de seguro obligatorio de responsabilidad civil cuyo contenido y efectos está establecido por la Ley y el Reglamento correspondiente. La razón de su inclusión en este cuestionario es la existencia de un fondo de garantía, función asumida por el Estado a través del Consorcio de Compensación de Seguros.

La Ley establece, en el artículo 58, que en el caso de que no se alcance la cobertura del límite fijado por el conjunto de entidades aseguradoras, el Consorcio de Compensación de Seguros asumirá la diferencia hasta dicho límite. Igualmente, si se considera necesario, reasegurará en la forma y cuantía que determine el Ministerio de Hacienda.

Cuantía
El límite máximo de la cuantía es el determinado por la Ley para la responsabilidad civil derivada de accidente nuclear. 

Relación con la responsabilidad civil
Será necesario probar los daños y la relación de causalidad, así como la imposibilidad de hacer frente a la indemnización por parte de las entidades aseguradoras. Es obligatorio que exista un informe técnico sobre el accidente nuclear, sus causas y sus efectos, emitido por la Junta de Energía Nuclear.

La Ley establece expresamente la posibilidad de ejercitar la acción derivada de responsabilidad civil por daños derivados de otros motivos distintos al daño nuclear. Igualmente se establece la posibilidad del derecho de repetición para el explotador ( debe entenderse que también para el fondo de garantía) si existe un tercero responsable del accidente nuclear. 

Procedimiento de reclamación al sistema de indemnización

Aunque el procedimiento de tramitación de siniestros en los que intervenga el Consorcio de Compensación de Seguros se ajusta a las previsiones generales de la Ley de Contrato de Seguro, en el caso de tramitación de siniestros en el seguro de responsabilidad civil  derivada de daños nucleares, es obligatorio el informe del Consejo de Seguridad Nuclear y la tasación de los peritos propios del Consorcio.

Financiación
La financiación se realizaría a través de las primas que directamente cubre el Consorcio y las de reaseguro, en su caso, y por las dotaciones que anualmente se consignen en los Presupuestos Generales del Estado. En el caso de que esta dotación fuera insuficiente para hacer frente a las indemnizaciones se permite al Ministerio de Hacienda autorizar al Consorcio de Compensación de Seguros para abrir cuentas de crédito en el Banco de España, en la cuantía y con la duración que estime necesarias. 

Hasta el momento la actuación del Consorcio de Compensación de Seguros como asegurador subsidiario o Fondo de Indemnización no ha sido necesaria.

Respecto a los daños que se puedan causar a los empleados, tanto de industrias radioactivas como de otras especialmente peligrosas, si bien la Ley no obliga a contratar una protección especial distinta a la general de Seguridad Social, habitualmente, a través de los Convenios Colectivos de las empresas o sectores empresariales, se asume por el empresario la obligación de contratar seguros colectivos de vida y accidentes como complemento o mejora de la Seguridad Social. La protección a los trabajadores expuestos a elementos radioactivos o especialmente peligrosos se articula por el Estado a través de una estricta legislación de prevención de riesgos laborales, cuyo incumplimiento da lugar a la responsabilidad, incluso penal, del empresario.

C. Daños al medio ambiente

En relación con los daños al medio ambiente, no existe en España ningún sistema general de indemnización de este tipo de daños. 

La Ley 10/1988 de Residuos establece, para la puesta en el mercado de productos generadores de residuos la obligación de participar en un sistema de gestión de residuos o contribuir económicamente a los sistemas públicos de gestión de residuos. Se faculta en la Ley a las Comunidades Autónomas a exigir, a la hora de otorgar las autorizaciones necesarias, la constitución de un seguro que cubra las responsabilidades a que puedan dar lugar las actividades generadoras de residuos, y en el caso de residuos peligrosos y gestión de residuos esta autorización vendrá, en cualquier caso, condicionada a la constitución de un seguro de responsabilidad civil y a la prestación de una fianza.  La Ley no regula las condiciones en que debe contrarse este seguro, sin embargo, respecto a las actividades de gestión de residuos peligrosos, se mantiene en vigor el Reglamento de ejecución de la hoy derogada Ley Básica de Residuos Tóxicos y Peligrosos. Este reglamento regula el seguro obligatorio de responsabilidad civil para los gestores de residuos tóxicos o peligrosos, que deberá cubrir los daños personales, daños a las cosas y los costes de recuperación y reparación del medio ambiente. 

Al no haberse consensuado previamente con los aseguradores, resulta casi imposible para los obligados encontrar aseguradores de responsabilidad civil que estén dispuestos a contratar las coberturas previstas por este Reglamento y la Ley posterior. Debido a esto se creó, en 1994, el Pool Español de Riesgos Medioambientales que actúa en régimen de coaseguro. Se trata por tanto de un seguro de responsabilidad civil que opera de acuerdo con los principios generales establecidos en la LCS y que, por tanto, no supone un sistema de indemnización alternativo o complementario. 

D. Indemnización a víctimas de delitos

El Código Penal español establece el principio de responsabilidad por los daños causados por el autor de un delito o falta penal. Este principio en muchos casos deviene vacío de contenido, bien por la imposibilidad de identificar al responsable o por ser éste insolvente.  Para paliar esta situación se han articulado varios sistemas de ayuda a las víctimas de determinados delitos. 

a) Víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual. 

Objetivo y ámbito de aplicación

La Ley 35/95, de Ayuda y Asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual establece un sistema de ayudas económicas. Aunque la propia Ley indica que no se trata de pagos de carácter indemnizatorio, se trata de ayudas económicas que sustituyen a la responsabilidad civil derivada del delito.

Los beneficiarios de la ayuda será las víctimas de delitos dolosos con resultado de muerte o lesiones graves, de carácter físico o psíquico, y las víctimas de delitos contra la libertad sexual, nacionales de algún estado miembro de la Unión Europea o que residan habitualmente en España. Los delitos deberán haber sido cometidos en España. En el caso de que la víctimas de delito hubieran fallecido, los beneficiarios serán el cónyuge o pareja estable, hijos o padres. 

Se entiende como lesiones graves las que supongan una incapacidad temporal o permanente, conforme a la legislación de la Seguridad Social, que den lugar a una declaración de invalidez permanente o una situación de incapacidad temporal superior a seis meses.

Cuantía

El importe de las ayudas no podrán superar la cantidad fijada en la sentencia en concepto de indemnización. La cuantía de las ayudas será la siguiente: 

· muerte: la ayuda máxima será 120 mensualidades del salario mínimo interprofesional. 

· lesiones invalidantes: dependiendo de la gravedad de la lesión la cuantía oscila entre 40 y 130 veces el salario mínimo interprofesional. 

· lesiones temporales: el doble del salario mínimo interprofesional diario mientras dure la incapacidad temporal. 

En el caso de muerte de víctimas menores de edad se indemnizará sólo por los gastos de enterramiento. 

En los delitos contra la libertad sexual se incluirá también los gastos de tratamiento psicológico de la víctima. 

Relación con la responsabilidad civil
En principio no es necesario invocar el principio de responsabilidad por delito penal, bastará con la acreditación de la denuncia ( para la concesión de ayudas provisionales) o de copia de la resolución judicial que ponga fin al proceso penal, sin necesidad de que de esta se derive la imputación a una persona o personas determinada. 

La percepción de estas ayudas no es compatible con la indemnización de los daños y perjuicios causados por el delito y que se establezcan en la sentencia, con la única excepción del caso en que el culpable sea insolvente. 

Ejercicio del derecho de repetición

El Estado –pagador de las ayudas- se subroga en las acciones que correspondan a la víctima o al beneficiario de las ayudas, en caso de muerte, contra el responsable civil del hecho delictivo. 

Procedimiento

Se trata de un procedimiento administrativo, en el que es necesario que el solicitante acredite una serie de extremos en relación con los hechos delictivos. 

Financiación

Estado

b) Víctimas de actos de terrorismo

El sistema de ayudas a las víctimas de actos terroristas se regula en la Ley 32/1999, de Solidaridad con las Víctimas del Terrorismo (Reglamento de ejecución, Real Decreto 1912/1999) y en disposiciones dispersas de varias leyes de medidas fiscales y administrativas. 

El objetivo, al igual que en el caso anterior, es hacer efectivo el derecho de las víctimas de actos terroristas a ser indemnizados en concepto de responsabilidad civil, obligación que asume sustitutivamente el Estado, debido a la dificultad de identificar los concretos culpables de cada uno de los actos de terrorismo. 

Ambito de aplicación
El ámbito de aplicación de esta Ley se circunscribe a los daños físicos y psicofísicos sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos desde el 1 de enero de 1968 (año del primer atentado reivindicado por ETA). Los daños patrimoniales se resarcen de acuerdo con las normas contenidas en las siguientes leyes: 

Los beneficiarios de las ayudas establecidas en la Ley 32/1999 son las víctimas de los actos terroristas, y en caso de su fallecimiento, sus herederos legales. 

Cuantía de las indemnizaciones

Si existe sentencia firme que reconozca indemnización, la cantidad que se fije en la sentencia. Si no existe, la cantidad fijada en la Ley es: 

· muerte: 140.000 €

· gran invalidez: 390.000 €

· incapacidad permanente absoluta: 96.000 €

· incapacidad permanente total: 48.000 €

· incapacidad permanente parcial: 36.000 €

En el caso de lesiones permanentes no invalidantes (esto es, que no impidan el trabajo habitualmente desempeñado por la víctima) se aplican las cantidades que se recogen para estas lesiones en el sistema de valoración que se establece en la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro del Automóvil.

La Ley establece la compatibilidad de esta Ley con la percepción de otras ayudas o compensaciones que puedan haberse recibido por un sistema público o privado de aseguramiento (seguros de vida o accidentes) o por el régimen público de resarcimiento o ayuda a las víctimas de actos terroristas (recogido por la Ley 13/1996, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social –se trata de leyes que tienen como función “acompañar” las de Presupuestos Generales del Estado y a través de las cuales se realizan modificaciones fiscales y administrativas pero que, cada vez con más frecuencia, se utilizan para la reforma de varias leyes a la vez)

Respecto a los daños materiales, la indemnización a cargo del Estado que se recoge en la Ley 13/1996 antes referida tendrá carácter subsidiario y sólo entrará en juego si no existe contrato de seguro. Según se trate el daño objeto de reparación de vivienda habitual  o establecimiento mercantil o industrial variará la cuantía del resarcimiento.  En el caso de vehículos para que proceda la indemnización será necesaria la acreditación de la existencia del seguro obligatorio del automóvil; también aquí el resarcimiento tendrá carácter subsidiario respecto de cualquier otro derivado de contrato de seguro o de cualquier otro tipo de indemnización. En el caso de vehículos que tengan contratada la cobertura de daños propios, el Consorcio de Compensación de Seguros se hace cargo de la indemnización, a través del concepto de riesgos extraordinarios.

Relación con la responsabilidad civil

La previa invocación de la responsabilidad civil no es necesaria, pues basta con que se pueda acreditar la condición de víctima o heredero de la misma a través de cualquier medio de prueba admisible en derecho. 

El pago de estas ayudas supone es un mecanismo sustitutorio de la responsabilidad civil del causante de delito, por lo que la percepción de una indemnización por el culpable es incompatible con la prestación de estas ayudas. 

Subrogación y ejercicio del derecho de repetición

El Estado se subroga en los derechos del beneficiario contra los obligados civilmente al resarcimiento. Los preceptores de las ayudas deberán renunciar a sus derechos o expectativas de derecho a favor del Estado. 

Procedimiento

La Ley establece un procedimiento administrativo para solicitar las indemnizaciones. 

Financiación

La financiación de este sistema de ayudas es completamente estatal.

c) Protección de medios de transporte que se hallen en territorio español realizando viajes de carácter internacional.

Este sistema de indemnización se recoge en la Ley 52/1984. 

Ambito de aplicación
Daños personales y materiales sufridos por pasajeros o medios de transporte internacional que se hallen en territorio español y realizando un viaje internacional y los daños se deban a un hecho delictivo violento.

Cuantía

Para daños personales, la prevista en la legislación española de seguridad social, o conforme al principio de reciprocidad. 

Para daños materiales, el coste de reparación. 

Relación con la responsabilidad civil
No es necesaria una previa invocación del derecho a la indemnización con base a la responsabilidad civil, y tampoco asiste el derecho a mantener la acción. El Estado se subrogará en la acción de responsabilidad civil contra los causantes del hecho delicitivo.

Financiación

Estatal. 

E. Protección a los consumidores

La Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, de 1986 y la Ley sobre Responsabilidad Civil de Productos Defectuosos de 1994, que incorpora al derecho español la Directiva homónima, son el marco establecido por el legislador para la protección de los consumidores. Ninguna de estas leyes introduce sistemas de indemnización distintos a la objetivación de la responsabilidad civil y al anuncio de la posible introducción de seguros obligatorios. Solo en algunos sectores muy concretos existen algún tipo de protección a los consumidores-perjudicados a través de sistemas alternativos. Se describen a continuación los más importantes.

a) Fondo de Garantía de Inversores

Este Fondo se establece en el Real Decreto 948/2001sobre sistemas de indemnización de los inversores. 

Objetivo y ámbito de aplicación

El objetivo de este Fondo es proteger la inversor no profesional creando un sistema de cobertura para los inversores cuando no puedan obtener de una empresa de inversión o de una entidad de crédito el reembolso de las cantidades de dinero invertidas o la restitución de los valores o instrumentos financieros que les pertenezcan. 

Se trata de un Fondo al que están obligadas a aportar las sociedades y las agencias de valores. 

La cobertura se extiende al dinero y a los valores que los clientes hubieran confiado a las empresas para realizar servicios de inversión. Para que se pueda recuperar estas cantidades del Fondo es requisito imprescindible que la empresa de servicios de inversión sea declarada insolvente, bien por vía judicial (quiebra o suspensión de pagos) o por vía administrativa (procedimiento ante la Comisión Nacional del Mercado de Valores). 

Cuantía
El importe de la compensación se limita a 20.000 €.

Relación con la responsabilidad civil

No es necesaria una previa invocación de la responsabilidad civil, basta con que se produzca la declaración judicial de quiebra o suspensión de pagos o la declaración de la Comisión Nacional del Mercado de Valores de que la entidad no puede cumplir las obligaciones contraídas con los inversores. El inversor que perciba la cantidad que se determina del Fondo puede ejercitar la acción de responsabilidad civil por negligencia de la sociedad o agencia de valores, si procediera por el resto de los daños efectivamente sufridos. 

Derecho de repetición o subrogación

El Fondo de Garantía de Inversores se subroga en los derechos de los inversores frente a la empresa de servicios hasta el importe de la cantidad pagada por el Fondo. También tendrá derecho de repetición contra el tercero responsable por el importe de lo pagado.

Financiación

El Fondo se financia con las aportaciones anuales de las entidades adheridas, que serán del 2 por 1.000 del dinero y del 0.1 por 1.000 de los valores e instrumentos financieros depositados por los inversores. Cuando el Fondo alcance la cuantía suficiente para el cumplimiento de sus fines el Ministerio de Economía podrá acordar la disminución de las aportaciones. 

Organo de indemnización
Las sociedades gestoras de Fondos de Garantía de Inversiones deben ser sociedades anónimas y sus socios serán las entidades adheridas al Fondo. Sus funciones y régimen económico será el aplicable a este tipo de sociedades con algunas matizaciones que incluye el Real Decreto (los estatutos deben ser aprobados por la CNMV, las acciones deben ser nominativas, etc.)

b) Construcción de viviendas

La Ley 38/1999 de Ordenación de la Edificación (LOE) tiene como objeto asegurar la calidad en la construcción y proteger al adquirente de la vivienda de los daños que se puedan producir. Para ello establece tres plazos de garantía: 

· diez años desde que se finaliza la construcción, para los daños estructurales

· tres años desde que se finaliza la construcción, para los defectos de habitabilidad (impermeabilización, insonorización, etc.)

· una año desde que finaliza la construcción para los defectos de acabado. 

Estos plazos de garantía deberán asegurarse a través de contratos de seguro de daños o de caución, y en el caso de la garantía de un año, mediante la retención de un 5% del precio de la obra. 

Hasta este momento sólo es obligatoria la contratación del seguro en la garantía decenal (daños estructurales), el resto de las garantías, por las que el comprador de la vivienda puede reclamar en los plazos previstos, no quedan cubiertas por un seguro y seguirán la vía general de las reclamaciones de responsabilidad frente al constructor o al arquitecto o técnico obligado, o a través de las acciones que se derivan del contrato de compraventa. 

Ambito de aplicación
Respecto a la garantía de 10 años, el ámbito de aplicación son exclusivamente los daños al edificio causados por vicios o defectos de la construcción que tengan su origen en la cimentación, soportes, vigas, forjados, muros de carga u otros elementos estructurales que afecten a la estabilidad de edificio. Quedan excluidos de esta garantía los daños personales, morales, pérdidas económicas derivadas de los daños al edificio, daños a edificios colindantes, etc. 

Cuantía
La cuantía se relaciona con la reparación del daño. Aunque la Ley contempla la posibilidad de asegurar esta garantía a través de seguros de daños (decenal) o de caución, la realidad es que el seguro de caución, en el tiempo que lleva la Ley en vigor (casi dos años), no se ha utilizado, y sólo existen en el mercado pólizas de seguro decenal de daños, en respuesta a esta garantía. 

La póliza de seguro debe contratarse por el 100% del importe final de la obra incluidos los honorarios profesionales. 

Relación con la responsabilidad civil
El motivo de que la Ley elija un seguro de daños para cubrir las responsabilidades de los profesionales que intervienen en la construcción es facilitar al comprador de la vivienda la reparación necesaria o el pago de la indemnización, sin necesidad de acudir a las vías generales de la responsabilidad civil. 

Para el resto de los daños no cubiertos por la garantía el perjudicado mantendrá su acción contra los responsables, por vía de responsabilidad civil contractual o extracontractual. 

Posibilidades de repetición de sistema de garantía
El asegurador de daños que haya pagado la indemnización o la reparación de daño podrá repetir contra el responsable o responsables si los hubiere o contra sus aseguradores de responsabilidad civil, por vía de acción directa (art. 76 LCS). Generalmente las pólizas de seguro decenal de daños excluyen la posibilidad de que el asegurador ejercite una acción de recobro frente al tomador del seguro (la Ley obliga a contratar este seguro al promotor o al constructor).

Finaciación

Primas ordinarias de seguro.

El sistema de compensación se confía a las Compañías aseguradoras, sin que exista un Fondo de Garantía que pueda encargarse de la cobertura del seguro para los casos en los que un obligado a contratar sea rechazado por las aseguradoras privadas, o para el caso de que se incumpla la obligación de contratar el seguro. 

F. Actividades de riesgo

Dispersos en varias normas existe, tanto en la legislación estatal como en la autonómica, la obligación, para las agencias de viajes o agencias y federaciones deportivas que ofrecen la práctica de determinados deportes de riesgo, la obligación de contratar un seguro de accidentes para cubrir los daños que pudieran sufrir las personas que practiquen estos deportes. Se trata de ofrecer al perjudicado una compensación económica, sin necesidad de acreditar culpa o negligencia de los organizadores de la actividad, que deja libre la vía de la acción de responsabilidad civil, si procede. La aseguradora que haya cubierto el riesgo de accidente no tiene acción para recobrar la cantidad pagada ni contra el tomador del seguro ni contra un posible responsable. 

a) Seguro obligatorio del cazador

Hay que mencionar, dentro de estas actividades de riesgo, el Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil del Cazador. Este seguro se regula en la Ley 1/70, de Caza y el Real Decreto 63/1994, Reglamento del Seguro de Responsabilidad Civil del Cazador. La estructura de este seguro es muy similar al del seguro obligatorio del automóvil y cuenta con la existencia de un fondo de garantía, cuyas funciones se realizan por el Consorcio de Compensación de Seguros. El Consorcio, como fondo de garantía, se encarga directamente de la cobertura, en el caso de que esta contratación sea rechazada por las aseguradoras privadas, y del pago de la indemnización, en el caso de que el accidente de caza sea producido por un cazador desconocido o sin seguro o en el caso de que la entidad aseguradora con la que se hubiese contratado la cobertura de seguro obligatorio del cazador hubiese sido declarada en quiebra, suspensión de pagos o estuviese sujeta a un procedimiento de liquidación intervenida por la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. 

El límite máximo establecido para el seguro de responsabilidad civil del cazador es de 90.151, 82 €.

En el caso de que el fondo de garantía hiciese efectiva la indemnización y con posterioridad se conociera un tercer responsable, se le reconoce acción al fondo hasta el límite máximo de lo pagado. 

